
PROPOSICIÓN DE LEY

122/000186 Proposición de Ley Orgánica por la que se modifica la 
Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema 
Universitario.

Presentada por el Grupo Parlamentario Socialista.

La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy, ha adoptado el acuerdo que se 
indica respecto del asunto de referencia.

(122) Proposición de ley de Grupos Parlamentarios del Congreso.

Autor: Grupo Parlamentario Socialista

Proposición de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 2/2023, de 22 de 
marzo, del Sistema Universitario.

Acuerdo:

Admitir a trámite, trasladar al Gobierno a los efectos del artículo 126 del Reglamento, 
publicar en el Boletín Oficial de las Cortes Generales y notificar al autor de la iniciativa.

En ejecución de dicho acuerdo se ordena la publicación de conformidad con el 
artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de mayo de 2025.—P.D. El Secretario 
General del Congreso de los Diputados, Fernando Galindo Elola-Olaso.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

En nombre del Grupo Parlamentario Socialista, me dirijo a esa Mesa, para al amparo 
de lo establecido en el artículo 124 y siguientes del vigente Reglamento del Congreso de 
los Diputados presentar la siguiente Proposición de Ley Orgánica por la que se modifica 
la Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de mayo de 2025.—Patxi López 
Álvarez, Portavoz del Grupo Parlamentario Socialista.
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PROPOSICIÓN DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 
2/2023, DE 22 DE MARZO, DEL SISTEMA UNIVERSITARIO

Exposición de motivos

I

Las prácticas académicas externas constituyen una actividad de naturaleza formativa 
realizada por los estudiantes universitarios y supervisada por las Universidades, cuyo 
objetivo es permitir a los mismos aplicar y complementar los conocimientos adquiridos en 
su formación académica, favoreciendo la adquisición de competencias que los preparen 
para el ejercicio de actividades profesionales, faciliten su empleabilidad y fomenten su 
capacidad de emprendimiento.

Las prácticas, así, se erigen como una parte fundamental del itinerario formativo del 
estudiantado universitario, accediendo a través de estas a la realización de actividades 
en centros, entidades e instituciones, tanto públicos como privados, que complementan 
la formación teórica que reciben a lo largo de sus estudios superiores y le acercan a su 
posterior desarrollo profesional y personal.

Este primer contacto con la vertiente práctica de sus estudios, que prepara al 
estudiantado universitario para la mejor entrada en el mercado laboral, se encuentra 
actualmente regulada mediante el Real Decreto 592/2014, de 11 de julio, por el que se 
regulan las prácticas académicas externas de los estudiantes universitarios.

Las prácticas académicas externas son, de acuerdo con dicha norma reglamentaria, 
curriculares y extracurriculares: siendo las primeras las que se configuran como 
actividades académicas integrantes del Plan de Estudios de que se trate. Mientras que 
se denominarán extracurriculares aquellas que los estudiantes podrán realizar con 
carácter voluntario durante su periodo de formación y que, aun teniendo los mismos fines 
que las prácticas curriculares, no forman parte del correspondiente Plan de Estudios.

Junto a lo anterior, y más recientemente, la disposición transitoria novena del Real 
Decreto-ley 8/2023, de 27 de diciembre, por el que se adoptan medidas para afrontar las 
consecuencias económicas y sociales derivadas de los conflictos en Ucrania y Oriente 
Próximo, así como para paliar los efectos de la sequía, ha regulado la cotización por la 
realización de prácticas académicas externas incluidas en programas de formación.

Dado el carácter formativo de las prácticas académicas externas, de su realización no 
se derivarán, en ningún caso, obligaciones propias de una relación laboral, ni su contenido 
podrá dar lugar a la sustitución de la prestación laboral propia de puestos de trabajo.

De igual manera, y a fin de salvaguardar el acceso igualitario de todo el estudiantado 
universitario al universo de posibilidades que constituyen las prácticas académicas 
externas, cuando las mismas revisten naturaleza curricular (esto es, forman parte del 
oportuno Plan de Estudios), se considera fundamental que las mismas no impliquen, en 
el momento de acordarse, una transacción económica (bajo forma de precio o de 
donación) entre el centro de origen y el de destino, a fin de evitar que la mayor 
capacidad económica de determinadas instituciones de educación superior pueda 
condicionar el adecuado ejercicio de esta obligación curricular por parte del estudiantado 
universitario.

Existe, además, un precedente inequívoco en el ámbito de la formación profesional, 
pues la reciente Ley 1/2024, de 7 de junio, por la que se regulan las enseñanzas artísticas 
superiores y se establece la organización y equivalencias de las enseñanzas artísticas 
profesionales, modificó a través de su disposición final tercera la Ley Orgánica 3/2022, 
de 31 de marzo, de ordenación e integración de la Formación Profesional, para introducir 
un nuevo apartado 8 en su artículo 55, con el siguiente tenor literal:

«8. Los centros del sistema de formación profesional autorizados para impartir 
enseñanzas de formación profesional del sistema educativo, sean de titularidad pública o 
privada, establecerán los acuerdos con las empresas u organismos equiparados que 
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aseguren el acceso efectivo de todo el alumnado a la realización de la formación en 
empresa u organismos equiparado. No se podrá vincular el periodo de formación en 
empresa u organismo equiparado a contraprestación o donación por parte del centro de 
formación profesional, ni directamente ni a través de fundaciones u organizaciones 
vinculadas con ellos, cuando la citada estancia de formación en empresa u organismo 
equiparado forme parte del currículo de la oferta formativa.»

Mediante la presente propuesta normativa se pretende extender esta medida 
también al ámbito de la educación universitaria, de forma que las universidades, centros 
y estructuras autorizadas para impartir enseñanzas universitarias, sean de titularidad 
pública o privada, puedan establecer los acuerdos que estimen oportunos con las 
empresas, instituciones, entidades u organismos, públicos o privados, nacionales o 
extranjeros, que aseguren el acceso efectivo de todo el estudiantado universitario a la 
realización de las prácticas académicas externas en dichas empresas, instituciones, 
entidades u organismos; todo ello, sin que dicho período pueda vincularse a 
contraprestación o donación por parte de la universidad, centro o estructura, ni 
directamente ni a través de fundaciones u organizaciones vinculadas con ellos, cuando 
dichas prácticas académicas externas sean curriculares, es decir, cuando constituyan 
actividades académicas integrantes del Plan de Estudios de que se trate (y por tanto, 
supongan una obligación en el itinerario formativo del estudiantado universitario).

II

Por último, se incluye una disposición final primera que viene a modificar la 
Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación en materia de 
entornos de espacios de experimentación.

El término «espacios de experimentación» es relativamente nuevo. En particular, se 
menciona en la Nueva Agenda Europea de Innovación de la Comisión Europea. Los 
espacios de experimentación permiten a los innovadores y reguladores explorar el 
vínculo entre innovación y regulación mediante el uso de una combinación de 
herramientas de experimentación.

Comúnmente se utilizan tres tipos de herramientas de experimentación (zonas de 
pruebas regulatorias, bancos de pruebas y laboratorios vivientes).

Los espacios controlados de pruebas/entornos de pruebas regulatorios (Regulatory 
sandboxes) son marcos estructurados para la cooperación con autoridades competentes 
que permiten a los innovadores desarrollar y probar nuevas ideas, productos, modelos 
de negocio y servicios en un entorno controlado del mundo real bajo la supervisión de 
una autoridad competente. Las reglas existentes o su aplicación pueden flexibilizarse o 
suspenderse durante la prueba bajo ciertas condiciones. Las autoridades competentes 
también pueden proporcionar a los participantes en el sandbox orientación personalizada 
para abordar la incertidumbre jurídica sobre cómo se aplican las normas y requisitos 
legales a productos o servicios específicos desarrollados en el sandbox. Los entornos de 
pruebas regulatorios siempre están limitados en términos de tiempo y alcance.

Los bancos de pruebas (Testbeds) se utilizan para el desarrollo, prueba y ampliación 
de innovaciones en un entorno dedicado. A diferencia de los entornos de pruebas 
regulatorios, no existe un vínculo directo con la regulación porque las pruebas se centran 
en tecnologías con algunos servicios de consultoría y asesoramiento sobre aspectos 
regulatorios.

Los laboratorios vivientes (living labs) combinan la función de experimentación con la 
participación ciudadana durante todo el proceso. Los principales objetivos de los living 
labs son explorar el efecto de las innovaciones en los usuarios y la sociedad y calibrar 
mejor los requisitos relevantes.

De esta forma, con la nueva redacción dada a la norma se pretende dotar de un 
marco jurídico suficiente a estos espacios en sus distintas tipologías.
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Artículo único. Modificación de la Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema 
Universitario.

Se modifica el apartado 5 del artículo 9 de la Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, 
del Sistema Universitario, que queda redactado de la siguiente manera:

«5. Las prácticas académicas externas en los estudios de Grado y Máster 
Universitario constituyen una actividad de naturaleza plenamente formativa cuya 
finalidad es la de complementar la formación académica.

Las universidades, centros y estructuras autorizadas para impartir enseñanzas 
oficiales universitarias, sean de titularidad pública o privada, establecerán los 
acuerdos con las empresas, instituciones, entidades u organismos, públicos o 
privados, nacionales o extranjeros, que aseguren el acceso efectivo de todo el 
estudiantado universitario a la realización de las prácticas académicas externas en 
dichas empresas, instituciones, entidades u organismos.

No se podrá vincular dicho período de prácticas académicas externas a 
contraprestación o donación por parte de la universidad, centro o estructura, ni 
directamente ni a través de fundaciones u organizaciones vinculadas con ellos, 
cuando dichas prácticas académicas externas sean curriculares, constituyendo 
actividades académicas integrantes del Plan de Estudios de que se trate.»

Disposición final primera. Modificación de la de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la 
Ciencia, la Tecnología y la Innovación.

Se modifica la disposición adicional trigésima primera de la Ley 14/2011, de 1 de 
junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación que queda redactada de la siguiente 
manera:

«Disposición adicional trigésima primera. Entornos de espacios de 
experimentación.

1. Con el fin de fomentar la investigación y la innovación de vanguardia, el 
Gobierno y las Comunidades Autónomas en sus ámbitos de competencia podrán 
establecer espacios de experimentación que permitan la ejecución de proyectos 
piloto de l+D+l y proyectos de experimentación en políticas públicas, con arreglo a 
un marco normativo y administrativo adecuados, para garantizar el respeto a la 
legalidad y la competitividad internacional del Sistema Español de Ciencia, 
Tecnología e Innovación.

2. De igual modo, las entidades locales podrán establecer espacios de 
experimentación en su respectivo ámbito de competencias, propias o atribuidas 
por delegación, mediante el establecimiento de proyectos piloto vinculados al 
cumplimiento de sus fines.

Los espacios de experimentación permitirán la realización de actuaciones en 
entornos relevantes o reales y a pequeña escala, de carácter temporal y 
controlados y supervisados por la entidad local respectiva, para el desarrollo e 
impulso de proyectos innovadores o tecnológicos.

Dichos espacios de experimentación serán objeto de aprobación por los 
respectivos órganos de gobierno, administración o representación de la 
correspondiente entidad local, mediante la adopción de cuantos instrumentos 
jurídicos, reglamentarios o de carácter ejecutivo, resulten precisos, y con respeto a 
la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas.

3. Los espacios de experimentación de proyectos piloto de l+D+l podrán ser 
de tres clases, en función de su naturaleza y objetivos:

a. Los espacios controlados de pruebas, orientados al aprendizaje 
regulatorio, que contarán con la colaboración de las administraciones competentes 
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en la materia objeto de prueba, temporalmente y de forma controlada, para la 
realización de los proyectos piloto, a partir de los cuales se generan los 
aprendizajes, y a los que resultará de aplicación el artículo 16 de la Ley 28/2022, 
de 21 de diciembre, de fomento del ecosistema de las empresas emergentes.

En el caso de los espacios controlados de pruebas, será necesario definir un 
protocolo de pruebas en el que se incluyan cláusulas de confidencialidad y secreto 
empresarial, así como cláusulas sujetas a la regulación específica, sobre los 
derechos de propiedad industrial e intelectual, obtenciones vegetales o secretos 
empresariales que pudieran verse afectados durante la realización de pruebas.

El protocolo de pruebas también deberá incluir las normas, condiciones y 
límites a los que estará sujeto el proyecto piloto, aspectos relevantes sobre su 
seguimiento y sus objetivos, así como la previsión de un sistema de garantías e 
indemnizaciones.

b. Los bancos de pruebas, que estarán orientados al desarrollo y escalado 
de productos y servicios innovadores, operando sobre infraestructuras físicas o 
digitales y sin requerir flexibilidad normativa.

c. Los laboratorios vivientes, que serán bancos de pruebas abiertos a la 
ciudadanía y a comunidades de uso, quienes podrán participar en los proyectos 
experimentales.

4. El establecimiento de los espacios de experimentación de proyectos piloto 
de l+D+l y las condiciones de funcionamiento y acceso de los proyectos de l+D+l a 
los mismos, se realizarán por el Gobierno, las Comunidades Autónomas y las 
entidades locales, mediante los oportunos instrumentos jurídicos, reglamentarios o 
de carácter ejecutivo, que correspondan.

La ejecución de pruebas, proyectos o actividades en los espacios de 
experimentación de proyectos piloto de l+D+l se realizará con fines 
exclusivamente de investigación o innovación, por el tiempo necesario para su 
ejecución en los términos programados, limitándose el volumen y alcance de los 
mismos, y no supondrá, en ningún caso, el otorgamiento de autorización para el 
ejercicio de actividades comerciales o industriales ajenas o no relacionadas con 
los fines propios de la investigación e innovación.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 4, las actividades que se realicen 
en ejecución de proyectos de l+D+l desarrollados en espacios de experimentación 
deberán acomodarse a la normativa reguladora de los mismos, que contemplará 
plazos abreviados y procedimientos administrativos específicos o simplificados, 
dentro del ámbito de las competencias que correspondan al Gobierno, las 
Comunidades Autónomas o las entidades locales.

5. Los espacios de experimentación de proyectos piloto de l+D+l deberán 
estar circunscritos a espacios geográficamente delimitados, y vinculados 
preferentemente a actividades científico-técnicas o innovadoras.

Se velará por la difusión de los resultados y los aprendizajes generados en los 
proyectos.

Los proyectos que se repitan de manera recurrente en este tipo de espacios 
de experimentación de proyectos piloto de l+D+l se someterán a evaluación de 
impacto ambiental simplificada, cuando este trámite resulte preceptivo.

6. A efectos del otorgamiento de financiación pública para su construcción y 
mejora, los espacios de experimentación de proyectos piloto de l+D+l podrán ser 
considerados infraestructuras de ensayo y experimentación de acuerdo con la 
Comunicación de la comisión Marco sobre ayudas estatales de investigación y 
desarrollo e innovación, de 28 de octubre de 2022.

7. Las autoridades con competencias en la materia cooperarán entre sí para 
garantizar que los espacios de experimentación de proyectos piloto de l+D+l sirvan 
a los objetivos y principios rectores previstos en esta ley, facilitando, dentro de su 
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ámbito competencial y con las garantías adecuadas, la ejecución de los 
correspondientes proyectos y actividades.

8. Para la elección de la ubicación de estos espacios de experimentación de 
proyectos piloto de l+D+l se tendrá en cuenta como criterio de selección su 
implantación en áreas despobladas, así como otros criterios de cohesión territorial.

9. Los espacios de experimentación en políticas públicas estarán orientados 
a generar evidencias para el diseño, puesta en marcha, ejecución y evaluación de 
políticas públicas y servicios prestados por las administraciones públicas. Para 
ello, podrán impulsar proyectos de experimentación, acotados temporalmente, con 
el objeto de explorar nuevos enfoques y procedimientos en el diseño e 
implementación de políticas que generen evidencias de impacto.

Dichos proyectos serán objeto de evaluación de conformidad con la 
Ley 27/2022, de 20 de diciembre, de institucionalización de la evaluación de 
políticas públicas en la Administración General del Estado.»

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Esta ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».
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